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1.- VISTOS

Se pronuncia la Sala sobre el  recurso de apelación interpuesto por el interno LUIS CARLOS CLAVIJO HURTADO contra el auto interlocutorio proferido el veintinueve (29) de agosto de dos mil cinco (2005), por medio del cual el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira concedió una redención de pena y negó la libertad condicional.

2.- PROVIDENCIA

En su proveído el señor Juez de primera instancia le reconoció al sentenciado, por concepto de trabajo un total de dieciocho (18) días abonables a lo que había descontado de la pena impuesta. 

Verificó el cumplimiento de los requisitos plasmados en el artículo 64 del Código Penal y concluyó que no obstante cumplirse el aspecto objetivo para otorgar la libertad condicional (ya estaban satisfechas las tres quintas partes de la pena impuesta -19 meses y 6 días de prisión-), debía negarse el beneficio, debido a que con anterioridad el encartado disfrutó de la prisión domiciliaria pero incumplió sus obligaciones al abandonar definitivamente el lugar destinado para descontar la pena (por esta situación se revocó la sustitutiva en su momento). 

Pese a la existencia de un certificado de buena conducta, el Juez consideró que ese documento no surgía como la única prueba pues el juzgador no puede ignorar el comportamiento en prisión (en cualquiera de sus versiones), con lo cual había demostrado su irrespeto por las normas que debe acatar mientras cumple la pena.

Además, el artículo 150 de la Ley 65 de 1993 -aunque no hacía referencia a la prisión domiciliaria por ser mecanismo que surgió con posterioridad en nuestro ordenamiento jurídico- establece que el interno que incumpla las obligaciones previstas en el programa de institución abierta, de libertad o franquicia preparatoria, se le revoca el beneficio y debe cumplir el resto de la pena sin derecho a la libertad condicional. Nada obstaba para que se hiciera extensiva si se tiene en cuenta que la prisión domiciliaria era un beneficio con características similares a las enunciadas en tal norma.

3.- recurso

Inconforme con la anterior decisión, el recluso aduce que cumplió a cabalidad con la prisión domiciliaria  e informó el interés para obtener una redención de pena por trabajo o estudio pero nunca fue contestada, razón por la cual se vio en la necesidad de proceder a buscar empleo y cambio de residencia. Nunca tuvo la intención de incumplir sus deberes como interno y su falla fue no comunicar a tiempo esa decisión.

Hace referencia a un descuento del 10 % de la condena que purga, de conformidad con el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, y menciona que en el despacho existen pruebas sobre el estado de salud de su compañera sentimental que le impide desarrollar actividades laborales.

4.-  SE CONSIDERA 

Tal como lo adujo de manera acertada el señor Juez de primer grado, es necesario verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en la legislación, antes de otorgar la libertad condicional. Ello significa que su concesión no es automática, sino por el contrario, debe ser el producto del análisis de las circunstancias que rodean a cada sentenciado.

En ese orden de ideas, se tiene que el Código Penal en su artículo 64 establece:

Libertad condicional. El Juez concederá la libertad condicional al condenado a pena privativa de la libertad, cuando haya cumplido las tres quintas partes de la condena, siempre que de su buena conducta en el establecimiento carcelario pueda el Juez deducir, motivadamente, que no existe necesidad para continuar con la ejecución de la pena.

No podrá negarse el beneficio de la libertad condicional atendiendo a las circunstancias y antecedentes tenidos en cuenta para la dosificación de la pena.

El período de prueba será el que falte para el cumplimiento total de la condena.

De lo anterior se infiere que para acceder a la libertad condicional es necesario, además de haber cumplido las tres quintas partes de la condena -como en efecto aquí sucedió-, que la conducta mostrada por el sancionado durante la internación, haya sido satisfactoria.
Para evaluar ese aspecto, el artículo 480 del Código Procesal Penal permite acudir a los certificados emanados del INPEC y a los demás elementos que prueben las exigencias de la ley penal para proceder con relación al mecanismo liberatorio. Por eso, cuando estamos frente a una persona que estuvo disfrutando de la pena sustitutiva, aparte de los documentos de conducta elaborados por el comité de disciplina carcelario, con mayor razón debemos repasar el comportamiento penitenciario mostrado en el hogar y la actitud asumida frente a los compromisos.

Debe la Sala entonces, manifestar que no son consecuentes con el espíritu legislativo los argumentos esgrimidos por el impugnante, pues se le brindó una posibilidad a la que muy pocos detenidos logran acceder como es la casa por cárcel; sin embargo, no contento con ello, decidió  de manera unilateral, sin mediar consentimiento previo de la autoridad que vigilaba la ejecución de su pena, abandonar dicho establecimiento carcelario subsidiario que le fue otorgado, lo que constituye, ni más ni menos, una mala conducta en el sitio de reclusión. 

Al incumplir los compromisos de la prisión domiciliaria, se renunció coetáneamente a la posibilidad de una calificación subjetiva satisfactoria tendiente a la excarcelación. 

Ante la claridad del asunto y sin que hubieran surgido argumentos jurídicos contundentes que despejaran alguna vulneración de derechos fundamentales, la decisión impugnada merece confirmación.

No obstante lo anterior, debe la Sala llamar la atención en cuanto que los argumentos plasmados en relación con el cumplimiento o no de los requisitos contemplados en la codificación penal pertinente eran suficientes para tomar la determinación que se exigía.

La desafortunada mención a la norma contemplada en el artículo 150 del Código Penitenciario y Carcelario, no era necesaria, pero además, resulta improcedente, toda vez que en materia penal, solamente está permitida la aplicación de las normas concretas y taxativas que satisfacen la hipótesis contemplada por el legislador; de ninguna manera se puede hacer uso de la analogía in malam partem, por expresa prohibición constitucional y legal.

No se pronuncia la Sala sobre la petición hecha de aplicación del descuento del 10% de la pena, contemplado en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, por respeto al principio de la doble instancia, toda vez que tal solicitud solamente se hizo en el escrito de impugnación y sobre tal petición, debe necesariamente pronunciarse el señor Juez de primer grado. 
4.- DECISIÓN 

Por lo expresado, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el proveído apelado, con las aclaraciones consignadas en la parte motiva.

CÓPIESE, COMUNÍQUESE  Y DEVUÉLVASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE            VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO         

   WILSON FREDY LÓPEZ

      Secretario de la Sala           
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